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Capítulo 10  
Función de los 
parlamentarios 
en la protección 
y la promoción 
de los derechos humanos

Ratificación de los tratados de derechos humanos

La ratificación de tratados de derechos humanos es un medio importante para 
demostrar a la comunidad internacional y a las partes interesadas del país el 
compromiso de un Estado respecto de los derechos humanos. La ratificación, 
expresión del empeño de un Estado por asumir las obligaciones establecidas en el 
tratado y por permitir el escrutinio internacional de sus avances en la promoción y la 
protección de los derechos humanos, tiene consecuencias de enorme alcance para el 
Estado que ratifica.

Un panel de discusión en 
las Naciones Unidas en 
Ginebra, en junio de 2015, 
sobre la contribución de 
los parlamentos a la labor 
del Consejo de Derechos 
Humanos y a su Examen 
Periódico Universal. 
© Imagen del ACNUDH/
Danielle Tissot Kirby

2016. ONU, https://www.un.org/es/global-issues/human-rights 
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

Libro completo en https://tinyurl.com/3ehzxp24
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Los tratados de derechos humanos son firmados y ratificados por un representante 
del poder ejecutivo, por lo general el Jefe del Estado o de Gobierno o el ministro de 
Relaciones Exteriores. Sin embargo, en la mayoría de los países la decisión final sobre 
si un tratado debe ser ratificado o no incumbe al parlamento, que debe aprobar la 
ratificación. La ratificación hace que las normas internacionales de derechos humanos 
garantizadas en un tratado sean jurídicamente efectivas para el país que lo ratifica y 
obliga a éste a informar a la comunidad internacional sobre las medidas adoptadas para 
armonizar su propia legislación con las normas que contiene el tratado.

Recuadro 33	 Participación del parlamento en la negociación y redacción 
de tratados

En general, los miembros de los parlamentos nacionales no participan 
directamente en la redacción de tratados internacionales o regionales ni en los 
procesos políticos de adopción de decisiones conexas. Solamente la Asamblea 
Parlamentaria del Consejo de Europa, órgano de ámbito regional establecido en 
1949, desempeña un papel importante en la vigilancia de los derechos humanos y 
en la elaboración de nuevos instrumentos. Su Comisión de Asuntos Jurídicos y 
Derechos Humanos coopera estrechamente con el Comité de Ministros (formado 
por los ministros de Relaciones Exteriores de los Estados Miembros del Consejo) 
y el Comité Directivo para los Derechos Humanos durante la elaboración 
de nuevos instrumentos o cuando surgen graves problemas en materia de 
derechos humanos.

La UIP ha pedido sistemáticamente una mayor participación de los miembros de 
los parlamentos en la negociación de instrumentos internacionales de derechos 
humanos, insistiendo en que el parlamento, que con el tiempo será el encargado 
de promulgar la legislación pertinente y velar por su aplicación, debería intervenir 
mucho antes de la fase de ratificación y participar, junto con los representantes de 
los gobiernos, en la elaboración de nuevos instrumentos dentro de los órganos 
deliberantes internacionales.

¿Qué pueden hacer los parlamentarios?

55 Comprobar si su Gobierno ha ratificado (al menos) los nueve tratados 
internacionales básicos de derechos humanos, sus Protocolos Facultativos 
(véanse los capítulos 3 y 5) y los tratados regionales existentes en materia de 
derechos humanos (véase el capítulo 8).

55 Si no es así, verificar si el Gobierno tiene la intención de firmar esos 
instrumentos. De lo contrario, utilizar los procedimientos parlamentarios para 
determinar las razones de esa falta de acción y para alentar al Gobierno a iniciar 
el proceso de firma y ratificación sin demora.

55 Si ya está en marcha el proceso de firma, averiguar si el Gobierno se propone 
formular reservas al tratado y, en su caso, determinar si las reservas son 
necesarias y compatibles con el objeto y el fin del tratado (vease Convencion 
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de Viena Art 18) del tratado (véase el capítulo 4). Si a juicio del parlamentario las 
reservas no están justificadas, debe adoptar medidas para lograr que el Gobierno 
modifique su posición.

55 Comprobar si las reservas que haya formulado el Gobierno a los tratados que ya 
estén en vigor siguen siendo necesarias. Si se determina que no lo son, adoptar 
medidas para que sean retiradas.

55 Comprobar si el Gobierno ha formulado las declaraciones necesarias o ha 
ratificado los Protocolos Facultativos pertinentes (véase el capítulo 5) con miras a 
lo siguiente:

–	 reconocer la competencia de los órganos creados en virtud de tratados 
para recibir denuncias individuales (en relación con los tratados: Protocolo 
Facultativo del PIDCP, Protocolo Facultativo de la CEDAW, ICERD, CAT, 
Protocolo Facultativo del PIDESC, ICPPED, Protocolo Facultativo de la 
CRPD, Protocolo Facultativo de la CRC relativo a un procedimiento de 
comunicaciones y la ICRMW);

–	 reconocer la competencia de los órganos de tratados (CAT, ICPPED y los 
Protocolos Facultativos de la CRPD, PIDESC, CEDAW y CRC) para entablar un 
proceso de investigación, y

–	 ratificar el Protocolo Facultativo de la CAT, que prevé un sistema de visitas 
periódicas a los centros de detención.

55 En caso negativo, adoptar medidas para velar por que se formulen las 
declaraciones o se firmen y ratifiquen los Protocolos Facultativos.

55 Cerciorarse de que el público en general, incluidos los funcionarios públicos, 
conozcan los tratados de derechos humanos que se han ratificado y 
sus disposiciones.

55 Si el país aún no ha firmado y ratificado el Estatuto de la Corte Penal 
Internacional, los parlamentarios deben adoptar medidas para comprobar que lo 
haga y que se abstenga de todo acuerdo que menoscabe la fuerza del Estatuto y 
la autoridad de la Corte (véase más adelante y el capítulo 15).

“Reconociendo la labor crucial que realizan los 
parlamentos para, entre otras cosas, convertir 
los compromisos internacionales en políticas y 
leyes nacionales, contribuyendo así a que cada 
Estado Miembro de las Naciones Unidas cumpla 
sus obligaciones y compromisos en materia 
de derechos humanos y a consolidar el estado 
de derecho”.

Resolución 22/15 (2013) del Consejo de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas, preámbulo.



106

Velar por la aplicación nacional

Aprobación de normas de implementación

Si las obligaciones jurídicas internacionales consagradas en un tratado no se trasladan 
al nivel nacional, el tratado se convierte en letra muerta. Los parlamentos y los 
parlamentarios tienen un papel fundamental cuando se trata de adoptar las normas 
de aplicación necesarias (legislación penal, civil o administrativa) en cualquier esfera, 
incluyendo la salud, la seguridad social y la educación.

El procedimiento de transposición de los tratados internacionales a la legislación 
nacional suele estar establecido en la constitución del Estado, que además determina 
la medida en que los particulares pueden invocar directamente disposiciones de los 
tratados ante los tribunales nacionales. Básicamente, existen dos tipos de enfoque:

•	 el sistema monista, que consiste en la incorporación automática de tratados, según 
el cual en el momento de la ratificación o adhesión los tratados pasan a formar 
parte de la legislación nacional, lo que posibilita que los particulares puedan invocar 
directamente sus disposiciones ante las cortes o los tribunales nacionales. En 
algunos casos, la publicación de los tratados en el boletín oficial o la promulgación 
de leyes nacionales de implementación resulta necesaria antes de que los tratados 
adquieran fuerza de ley nacional y puedan, en consecuencia, ser invocadas sus 
disposiciones por los particulares ante los tribunales nacionales;

•	 el sistema dualista, mediante el cual los tratados pasan a formar parte del 
ordenamiento jurídico nacional solamente mediante una promulgación específica. 
Con arreglo a este sistema, los particulares no pueden invocar disposiciones de 
tratados que no formen parte de la legislación nacional.

En los países de tradición jurídica romanista, es fundamental que los derechos 
humanos estén consagrados en la constitución, pues es éste el instrumento que 
establece las normas y sirve como marco para el resto de la legislación nacional, que 
debe a su vez conformarse con el espíritu y los principios de la constitución.

¿Qué pueden hacer los parlamentarios?

Los parlamentarios pueden:

55 velar por que las disposiciones internacionales de derechos humanos se 
incorporen a la legislación nacional y, si es posible, gocen de rango constitucional 
para que tengan el máximo grado de protección en el ordenamiento jurídico 
del país;

55 velar por que los proyectos de ley que se presenten en el parlamento, y ante 
las comisiones parlamentarias de las que forman parte, sean conformes con las 
obligaciones del país en materia de derechos humanos y revisar la legislación 
vigente para determinar si es compatible con esas obligaciones;
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55 para ello, familiarizarse con la labor de los órganos creados en virtud de tratados, 
las recomendaciones formuladas por esos órganos y por otros mecanismos de 
vigilancia internacionales o regionales (véanse los capítulos 5, 6 y 8), y con la 
labor de ONG nacionales o internacionales dedicadas a los derechos humanos y 
las INDH. Si se encuentra falta de conformidad, adoptar medidas para corregir 
la situación, velando por que se preparen enmiendas o nuevos proyectos de ley 
o por que se presente un recurso ante el tribunal constitucional u otro órgano 
judicial análogo del país;

55 velar por que los decretos del Gobierno publicados con arreglo a la legislación 
vigente no sean contrarios al espíritu de las leyes y las garantías de derechos 
humanos que éstas pretenden proporcionar;

55 asegurarse de que los funcionarios públicos, en particular los de los cuerpos 
encargados de hacer cumplir la ley, conozcan las obligaciones que les impone la 
legislación de derechos humanos y reciban la capacitación apropiada;

55 habida cuenta de la importancia de que el público conozca los derechos 
humanos, velar por que la educación en derechos humanos forme parte de los 
planes de estudios de las escuelas del país;

55 asegurarse de que las obligaciones de derechos humanos emanadas del 
derecho constitucional e internacional sean cumplidas de forma transparente, 
constructiva, innovadora y activa.

El Consejo Interparlamentario “hace un 
llamamiento a todos los parlamentos y a sus 
miembros para que adopten medidas en el nivel 
nacional encaminadas a velar por que se promulgue 
una base legislativa y por que las disposiciones 
de las leyes y los reglamentos nacionales 
se armonicen con las normas y los criterios 
contenidos en estos instrumentos (internacionales) 
con miras a su aplicación plena”.

Resolución adoptada con ocasión del 50° aniversario de 
la Declaración Universal de Derechos Humanos, El Cairo, 
septiembre de 1997, párrafo 3 ii.

Recuadro 34	 El proceso legislativo y las normas internacionales de 
derechos humanos: un ejemplo

El proceso legislativo en Finlandia, en particular la labor de la Comisión de 
Derecho Constitucional del Parlamento, es un ejemplo del uso frecuente de las 
normas internacionales (además de la labor de los órganos creados en virtud 
de tratados) en la elaboración y el examen de propuestas legislativas. El marco 
jurídico necesario para ello queda establecido en la sección 22 de la Constitución 
(2000), que estipula que las autoridades públicas garantizarán la observancia 
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de los derechos y las libertades fundamentales y los derechos humanos 
(internacionales), y en la sección 74, que dispone que la Comisión de Derecho 
Constitucional se pronunciará sobre la constitucionalidad de las propuestas 
legislativas y otras cuestiones que se le planteen, así como sobre su relación con 
los tratados internacionales de derechos humanos.

El mandato de la Comisión de Derecho Constitucional consiste en examinar 
la coherencia de los proyectos de ley con la Constitución y las normas de 
derechos humanos y en transmitir el dictamen pertinente al Parlamento y otras 
instituciones. La Comisión recurre con frecuencia al asesoramiento de expertos y 
especialistas externos para llevar a cabo su mandato.

En el ejercicio de sus funciones, la Comisión de Derecho Constitucional se remite 
a la labor de los órganos creados en virtud de tratados de las Naciones Unidas, 
en particular las conclusiones del Comité de Derechos Humanos. La Comisión 
toma en cuenta principalmente las decisiones sobre casos individuales y las 
observaciones generales, pero también observaciones finales, directrices en 
materia de presentación de informes y otros documentos, incluida la información 
relativa no sólo a Finlandia, sino también a otros países.

Recuadro 35	 Acción parlamentaria para promover la justiciabilidad de los 
derechos económicos, sociales y culturales

En muchos Estados los particulares no pueden reclamar sus derechos 
económicos, sociales y culturales ante los tribunales. Los parlamentos pueden 
remediar esa situación promulgando leyes internas que permitan a los tribunales 
pronunciarse sobre demandas en relación con esos derechos, como ya sucede 
en muchas jurisdicciones en la esfera de, por ejemplo, los derechos laborales. 
Los órganos internacionales de derechos humanos, como el Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, recomiendan que 
la legislación de aplicación de los derechos económicos, sociales y culturales 
(como los derechos a la educación, la salud, la vivienda, los alimentos o la 
seguridad social) incluya de forma explícita acciones de recurso para los casos 
de vulneración. De hecho, las investigaciones comparativas muestran que la 
existencia de acciones de recurso para los derechos económicos, sociales y 
culturales son un mecanismo poderoso a la hora de lograr la rendición de cuentas 
de la administración en la evaluación de las acciones emprendidas con miras a la 
realización plena de esos derechos.

Aprobación del presupuesto

La garantía del disfrute de los derechos humanos por toda la población requiere que se 
asignen recursos. Las medidas eficaces para cumplir con las obligaciones en materia 
de derechos humanos entrañan costos considerables. Al aprobar el presupuesto 
nacional y con ello establecer prioridades nacionales, el parlamento debe velar por 
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que se reserven fondos suficientes para la observancia de los derechos humanos. A 
continuación, cuando supervise el gasto del Gobierno, el parlamento puede en caso 
necesario hacer responsable a éste de una actuación inadecuada en la esfera de los 
derechos humanos. El uso de indicadores de derechos humanos puede ayudar a 
entender mejor los retos y los vacíos existentes, además de facilitar la participación de 
las partes interesadas en el ciclo presupuestario y mejorar su transparencia, objetividad 
y rendición de cuentas1.

Recuadro 36	 Presupuestos nacionales y derechos humanos

“Todos los derechos pueden tener repercusiones 
presupuestarias. En esa medida, los presupuestos 
nacionales tienen una influencia considerable 
y directa en cuáles son los derechos humanos 
que se hacen efectivos y para quién. El análisis 
presupuestario es un instrumento decisivo para 
vigilar las diferencias entre las políticas y las 
medidas efectivamente adoptadas, para garantizar 
la realización progresiva de los derechos humanos, 
para promover opciones de política alternativas 
y el establecimiento de prioridades, y en última 
instancia para reforzar la rendición de cuentas 
de los titulares de deberes en el cumplimiento 
de éstos.

Un enfoque del presupuesto basado en los 
derechos exige que esas decisiones se adopten 
con arreglo a principios de transparencia, rendición 
de cuentas, no discriminación y participación. 
Esos principios han de aplicarse en todos los 
niveles del proceso presupuestario, desde la fase 
de elaboración, que debe vincularse a los planes 
de desarrollo nacionales formulados mediante 
amplias consultas, pasando por la aprobación en 
el parlamento, que a su vez debe tener los debidos 
poderes de enmienda y tiempo suficiente para 
la evaluación minuciosa de las propuestas, la 
ejecución y el seguimiento”.

Los Derechos Humanos en el seguimiento del 
presupuesto, Análisis y Promoción, Manual de formación, 
Ginebra, el ACNUDH, 2010.

“Para facilitar la realización efectiva de los derechos 
civiles, culturales, económicos, políticos y sociales 

1	 Para obtener más información sobre el uso de indicadores de derechos humanos, consúltese la publicación 
del ACNUDH: Indicadores de derechos humanos: Guía para la medición y la aplicación, 2012; disponible en 
http://www.ohchr.org/Documents/Publications/Human_rights_indicators_sp.pdf.

http://www.ohchr.org/Documents/Publications/Human_rights_indicators_sp.pdf
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a nivel nacional es importante que los esfuerzos 
presupuestarios de un Estado estén en consonancia 
con sus obligaciones de derechos humanos. Esto 
es lógico, pues los presupuestos son el principal 
instrumento de que dispone un Estado (Gobierno) 
para movilizar, asignar y gastar recursos para el 
desarrollo y la gobernanza. Son un medio para 
crear y apoyar los derechos en el cumplimiento 
de las obligaciones de un Estado en materia de 
derechos humanos. Al mismo tiempo, como 
instrumento de política un presupuesto atiende 
otros objetivos relacionados entre sí, lo que hace 
de él una herramienta indispensable para convertir 
las obligaciones que imponen los tratados en un 
programa público de acción”.

Indicadores de Derechos Humanos, Elaboración de 
presupuestos con perspectiva de derechos humanos, 
Ginebra, el ACNUDH, 2012.

Supervisión del poder ejecutivo

Mediante su función de supervisión, que consiste en someter las políticas y la acción 
del poder ejecutivo a un escrutinio constante, los parlamentos y sus miembros pueden 
y deben velar por que las leyes sean efectivamente aplicadas por la administración 
y otros órganos competentes. Con arreglo a los procedimientos parlamentarios, los 
miembros del parlamento disponen, entre otros, de los siguientes medios para someter 
a escrutinio la acción gubernamental:

•	 preguntas escritas y verbales a ministros, funcionarios públicos y otros funcionarios 
ejecutivos;

•	 interpelaciones;

•	 comités o comisiones de determinación de hechos o de investigación;

•	 mociones de censura, si los intentos anteriores fracasan.

Seguimiento de recomendaciones y decisiones

Las recomendaciones formuladas por los órganos de vigilancia de los tratados de las 
Naciones Unidas, los procedimientos especiales del CDH y los órganos de supervisión 
regionales, así como las recomendaciones realizadas durante el proceso del EPU 
(véanse los capítulos 5, 6 y 8) pueden ser utilizadas en la práctica por los miembros del 
parlamento para someter a escrutinio la concordancia de la acción del poder ejecutivo 
con las obligaciones del Estado en materia de derechos humanos. Del mismo modo, 
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los parlamentos deben prestar una atención especial a los dictámenes de los tribunales 
regionales de derechos humanos cuya jurisdicción han aceptado, y supervisar 
su aplicación.

Recuadro 37	 Aplicación de las recomendaciones de un órgano de 
derechos humanos creado en virtud de un tratado regional: un ejemplo

Los parlamentos, en particular sus comités de derechos humanos, 
pueden desempeñar un papel decisivo a la hora de aplicar las decisiones o 
recomendaciones de órganos de derechos humanos internacionales o regionales. 
Por ejemplo, el Parlamento del Reino Unido ha establecido un Comité Mixto sobre 
Derechos Humanos que supervisa la aplicación de los dictámenes emitidos por 
el Tribunal Europeo de Derechos Humanos y somete a escrutinio la conformidad 
de los proyectos legislativos con las normas de derechos humanos. En su 
decisión de Gillan y Quinton c. Reino Unido (2010), el Tribunal Europeo sostuvo 
que los poderes de detención y registro otorgados a la policía en virtud de la Ley 
del Terrorismo del Reino Unido habían vulnerado el derecho a la vida privada 
del denunciante. El Comité Mixto sobre Derechos Humanos del Parlamento del 
Reino Unido elaboró varios informes, formuló recomendaciones para introducir 
enmiendas en la legislación y pidió al Ministro del Interior que emitiera una orden 
de reparación urgente para velar por el cumplimiento de la sentencia del Tribunal 
mientras la nueva legislación estaba pendiente. El Parlamento de este país aprobó 
la Ley modificada en 2012.

¿Qué pueden hacer los parlamentarios?

Los parlamentos deben seguir periódicamente la labor de los mecanismos de 
supervisión regionales y de las Naciones Unidas en materia de derechos humanos 
(véanse los capítulos 5, 6 y 8) y contribuir a ella. Para ello sus miembros pueden 
hacer lo siguiente:

55 verificar el estado de la cooperación entre su país y los órganos de supervisión 
de tratados de las Naciones Unidas solicitando información al gobierno. Puede 
formularse una pregunta al gobierno acerca de la cuestión;

55 velar por que el parlamento se mantenga al tanto de la labor de los órganos 
de vigilancia y por que los servicios de apoyo del parlamento pongan 
periódicamente a disposición de éste información pertinente;

55 estudiar y seguir el curso de las recomendaciones, observaciones finales y otras 
investigaciones realizadas por los órganos creados en virtud de tratados que 
afecten al propio país;

55 utilizar los poderes parlamentarios para llevar a cabo visitas a escuelas, 
hospitales, cárceles y otros centros de detención, comisarías y empresas 
privadas con el fin de comprobar personalmente si se están respetando los 
derechos humanos;
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55 asegurarse de que los informes nacionales requeridos por los órganos creados 
en virtud de tratados de derechos humanos, el CDH y su EPU sean presentados 
puntualmente, también averiguando cuál es el calendario de informes de su país. 
Si se retrasa la presentación de un informe, el parlamentario puede pedir una 
explicación y, en caso necesario, recurrir al cauce parlamentario para instar al 
gobierno a cumplir su obligación;

55 velar por que se presenten informes completos.

Para ello, el parlamentario debe asegurarse de lo siguiente:

55 el parlamento (por conducto de los comités competentes) participa en la 
preparación del informe del Estado, aporta información, vela por que sus 
actividades estén debidamente incluidas en el informe y en cualquier caso sea 
informado del contenido de éste;

55 el informe sigue las directrices en materia de presentación de informes 
(véanse los capítulos 5 y 6) y tiene en cuenta las recomendaciones generales y 
observaciones finales de los órganos creados en virtud de tratados respecto de 
informes anteriores, con referencia a las posibles enseñanzas extraídas conexas;

55 un miembro del parlamento debe asistir a la presentación del informe ante el 
órgano del tratado pertinente. Si ello no es posible, el parlamentario recomendará 
que la misión permanente del país ante las Naciones Unidas siga los trabajos 
del órgano del tratado y se asegure de que el informe de éste sea transmitido 
al parlamento.

Asimismo, los parlamentos deben contribuir a la labor de los procedimientos 
especiales de las Naciones Unidas (véase el capítulo 6). Para ello, sus miembros 
pueden hacer lo siguiente:

55 estudiar las recomendaciones formuladas por los procedimientos especiales 
de las Naciones Unidas, particularmente las que se refieren a la situación en el 
propio país, cuando proceda;

55 averiguar si se ha adoptado alguna medida para aplicar esas recomendaciones 
y, de no ser así, recurrir al procedimeinto parlamentario correspondiente para 
determinar las razones e iniciar las medidas de seguimiento;

55 cerciorarse de que las misiones sobre el terreno realizadas con arreglo a 
procedimientos especiales visiten su parlamento o los comités parlamentarios 
competentes y de que el parlamento reciba una copia de sus informes;

55 asegurarse de que se extiendan invitaciones permanentes a los procedimientos 
especiales para visitar su país.

Participación en el Examen Periódico Universal

Aunque los parlamentos no quedan contemplados específicamente como partes 
interesadas en la resolución A/RES/60/251 de la Asamblea General, por la que se 
establece el EPU (véase el capítulo 6), su participación en este mecanismo de examen 
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de los derechos humanos es, al igual que en los órganos creados en virtud de tratados, 
fundamental para su efectividad. Los parlamentos no se involucraron de forma 
sistemática en el ciclo inicial del EPU, pero esto ha venido cambiando desde entonces: 
ahora los parlamentarios y parlamentarias a menudo forman parte de delegaciones 
nacionales para el EPU y durante otras etapas del proceso (véase la resolución 26/29 
[2014] del CDH). Los parlamentarios pueden contribuir a la efectividad del EPU a través 
de las siguientes acciones:

•	 informándose de los resultados del EPU en relación con su país, también mediante 
las INDH y las ONG;

•	 adoptando las medidas necesarias para velar por que se apliquen aquellas 
recomendaciones que el Estado haya aceptado;

•	 contribuyendo a la elaboración periódica de informes relativos a la aplicación y 
promoviendo la redacción de informes de mitad de período;

•	 organizando supervisiones parlamentarias periódicas de los avances realizados;

•	 velando por que el parlamento contribuya a los informes nacionales (de seguimiento) 
y por que éstos se debatan en el parlamento, junto con cualquier otro informe 
alternativo que las INDH o las ONG puedan haber preparado;

•	 fomentando la inclusión de miembros del parlamento en las delegaciones nacionales 
que presentan los informes de seguimiento del EPU; asegurándose en cualquier 
evento que su parlamento cuenta con la información preliminar necesaria sobre la 
audiencia ante el CDH;

•	 cooperando con las INDH y la sociedad civil respecto a la aplicación de las 
recomendaciones;

•	 evaluando el impacto de las acciones parlamentarias sobre la promoción 
y la protección de los derechos humanos, en particular con relación a las 
recomendaciones del órgano del tratado correspondiente y del EPU.

Recuadro 38	 Buenas prácticas de participación parlamentaria en el EPU: 
el caso de México

México completó dos ciclos del EPU en 2009 y 2013. El Parlamento de México 
(Congreso de la Unión) ha participado de alguna forma en todas las etapas del 
proceso del EPU, especialmente durante el segundo ciclo.

El Parlamento de México ha participado en la elaboración de los informes 
nacionales de ambos ciclos del EPU. En particular, para redactar el informe 
nacional durante el segundo ciclo, la Secretaría de Relaciones Exteriores estableció 
un grupo de trabajo que también incluía a representantes del parlamento. Tanto 
el Senado como la Cámara de Diputados de ese país participaron activamente 
en las consultas previas a la elaboración del informe, a través de sus respectivas 
comisiones de derechos humanos, a las que se pidió la preparación de un informe 
sobre las reformas legislativas en materia de derechos humanos llevadas a cabo 
durante los últimos cuatro años en México. Además, se invitó a ambas comisiones 
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a que explicaran los principales retos y necesidades no satisfechas que limitan el 
disfrute pleno de los derechos humanos desde una perspectiva legislativa.

En ambos ciclos del EPU, los miembros del parlamento formaron parte de la 
delegación nacional oficial que presentó el informe ante el CDH. En el primer 
ciclo, había tres diputados, mientras que en el segundo ciclo, el número de 
representantes del Congreso se elevó a once (seis senadores y cinco diputados). 
Durante la presentación del informe nacional en el segundo examen, la Presidenta 
de la Comisión de Derechos Humanos del Senado, la senadora Angélica de la 
Peña, participó activamente respondiendo a preguntas formuladas por el grupo de 
trabajo del EPU sobre cuestiones legislativas.

En ambos ciclos, el Parlamento participó en un proceso de consulta para definir la 
posición de México en relación con las recomendaciones y conclusiones emitidas 
por el grupo de trabajo del CDH. Durante el segundo ciclo, este proceso de 
consultas y análisis tuvo lugar en el mismo contexto del grupo de trabajo que se 
estableció inicialmente para preparar el informe nacional, bajo la coordinación de 
la Secretaría de Gobernación y la Secretaría de Relaciones Exteriores.

En lo que concierne a la aplicación de las recomendaciones del EPU, en los 
últimos años se han producido avances considerables en cuanto a la legislación 
en materia de derechos humanos, como queda atestiguado por la adopción de 
la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes (diciembre de 
2014) y la reforma del Código de Justicia Militar (junio de 2014). Además, un 
Proyecto de Ley General sobre Desapariciones Forzadas está siendo debatido en 
el Parlamento.

La Asamblea General de las Naciones Unidas: 
“Acoge con beneplácito la contribución de la 
Unión Interparlamentaria a la labor del Consejo 
de Derechos Humanos, en particular al hacer 
un aporte parlamentario más sólido al Examen 
Periódico Universal, y a la labor de los órganos 
creados en virtud de tratados de derechos humanos 
de las Naciones Unidas, en forma análoga a la 
cooperación que se ha desarrollado en los años 
recientes entre la Unión Interparlamentaria, el 
Comité para la Eliminación de la Discriminación 
contra la Mujer y los parlamentos nacionales de los 
países que se están examinando”.

Asamblea General de las Naciones Unidas, Interacción 
entre las Naciones Unidas, los parlamentos nacionales y 
la Unión Interparlamentaria: resolución aprobada por la 
Asamblea General, 25 de julio de 2016, A/RES/70/298.
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Movilización de la opinión pública

Los parlamentos pueden hacer una enorme contribución en la sensibilización del 
público respecto de los derechos humanos y en la movilización de la opinión pública 
sobre esas cuestiones, sobre todo teniendo en cuenta que el debate político a menudo 
se centra en asuntos como la discriminación contra diversos grupos, la igualdad 
de género, los derechos de las minorías o cuestiones sociales. Los parlamentarios 
deben ser conscientes de las repercusiones que sus declaraciones públicas sobre los 
derechos humanos pueden tener en la percepción del público respecto de la cuestión 
de que se trate.

Para aumentar el conocimiento general de los derechos humanos en su país, los 
parlamentarios deben trabajar con otras entidades nacionales que participen en 
actividades de derechos humanos, incluidas las ONG.

“Las organizaciones no gubernamentales, los 
sindicatos, las asociaciones privadas y las 
organizaciones de derechos humanos constituyen 
una fuente inestimable de información y 
experiencia para los parlamentarios que, en muchos 
países, carecen de los recursos y la asistencia 
necesarios para poder supervisar con eficacia la 
política y la práctica del Gobierno en la esfera de 
los derechos humanos”.

Simposio de la UIP sobre “El parlamento: guardián 
de los derechos humanos”, Budapest, mayo de 1993, 
deliberaciones.

¿Qué pueden hacer los parlamentarios?

55 alentar el debate parlamentario sobre cuestiones relativas a los derechos 
humanos, particularmente aquellas en las que se centra el debate público;

55 alentar el debate dentro de su propio partido político sobre cuestiones de 
derechos humanos y las obligaciones internacionales del Estado en esa esfera;

55 organizar campañas locales, regionales o nacionales para mejorar el 
conocimiento de las cuestiones relativas a los derechos humanos;

55 participar en debates en la televisión o en la radio o en reuniones, o conceder 
entrevistas sobre cuestiones de derechos humanos;

55 escribir artículos sobre derechos humanos en periódicos y revistas;

55 organizar o participar en talleres, seminarios, reuniones y otros eventos en su 
circunscripción electoral a favor de los derechos humanos;

55 apoyar las campañas locales relacionadas con los derechos humanos;



116

55 aprovechar el Día Internacional de los Derechos Humanos, el 10 de diciembre, 
para señalar a la atención del público las cuestiones relativas a los derechos 
humanos. Aprovechar cualquier otro día internacional (por ejemplo, el Día 
Internacional de la Mujer o el Día Internacional de las Personas con Discapacidad) 
para llamar la atención hacia cuestiones que afectan a esos grupos.

Asimismo, los parlamentos pueden contribuir a la eficacia del EPU. Para ello, los 
parlamentarios pueden:

55 debatir sobre el proyecto de informe nacional antes de que el gobierno lo 
presente ante el CDH;

55 alentar la inclusión de miembros del parlamento en la delegación nacional que 
presenta el informe nacional ante el CDH;

55 alentar el debate sobre las recomendaciones que el Estado haya aceptado con 
miras a su aplicación, también mediante actuaciones parlamentarias concretas 
en el área de la legislación y la supervisión.

Participación en las actividades internacionales

Los parlamentos y los parlamentarios pueden contribuir de manera considerable a los 
esfuerzos internacionales de protección y promoción de los derechos humanos. Como 
ya se ha dicho, el respeto de los derechos humanos es una preocupación legítima de 
la comunidad internacional y, en virtud del derecho internacional, los Estados Partes 
en los tratados de derechos humanos tienen un interés legal en el cumplimiento de 
las obligaciones por otros Estados Partes. De conformidad con el procedimiento de 
denuncias entre Estados previsto en algunos de los tratados básicos de derechos 
humanos (véase el capítulo 5) y en el EPU, un Estado puede señalar a la atención 
de los demás los actos cometidos por otro Estado en violación de un tratado. Los 
parlamentos, por conducto de sus órganos de derechos humanos, pueden plantear 
cuestiones de derechos humanos que entrañen posibles violaciones de ese tipo y con 
ello promover el cumplimiento de las normas de derechos humanos en todo el mundo.

Los parlamentos y los parlamentarios pueden apoyar a las organizaciones 
internacionales de derechos humanos asegurando la financiación que éstas necesitan. 
Deben participar activamente en la labor del CDH y en la elaboración de nuevos 
instrumentos internacionales de derechos humanos que con el tiempo habrán 
de ratificar.

En el mundo actual, cada vez más globalizado, las decisiones adoptadas a nivel 
internacional tienen repercusiones considerables en las políticas nacionales y limitan el 
alcance de la adopción de decisiones nacionales. Con frecuencia creciente, las grandes 
decisiones económicas que afectan la vida de los ciudadanos se toman fuera de las 
fronteras de sus países, en órganos internacionales que no han de rendir cuentas, pero 
que influyen en la capacidad del Estado para garantizar el ejercicio de los derechos 
humanos, en particular los derechos económicos, sociales y culturales.
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Por todo ello es necesario “democratizar” estas instituciones para que los países 
conserven su capacidad de velar por los derechos humanos, en especial los derechos 
económicos, sociales y culturales. Los parlamentos y sus miembros deben, por tanto, 
asumir un papel más activo en las deliberaciones de esas instituciones con el fin de 
hacer oír sus voces.

Recuadro 39	 Acuerdos comerciales internacionales, derechos humanos y 
obligaciones de los Estados

A petición de la anterior Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, 
el ACNUDH publicó varios informes sobre los derechos humanos y el comercio, 
en particular acerca de las repercusiones para los derechos humanos del 
Acuerdo de la OMC sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual 
relacionados con el Comercio (conocido como Acuerdo sobre los ADPIC)2, el 
Acuerdo de la OMC sobre la Agricultura3 y el Acuerdo General de la OMC sobre 
Comercio de Servicios (AGCS)4. Los informes señalan que todos los miembros de 
la OMC han ratificado al menos un instrumento de derechos humanos, la mayoría 
de ellos han ratificado el PIDESC y todos, salvo uno, han ratificado la Convención 
sobre los Derechos del Niño. También afirman que los miembros de la OMC 
deben, por consiguiente, velar por que las normas internacionales en materia 
de liberalización del comercio no vayan en menoscabo de sus obligaciones de 
derechos humanos emanadas de esos tratados. La legislación y las políticas 
comerciales deben por tanto “centrarse no sólo en el crecimiento económico, 
los mercados o el desarrollo económico, sino también en los sistemas de salud, 
la educación, el suministro de agua, la seguridad alimentaria, el trabajo y los 
procesos políticos, entre otros”. Los Estados tienen la responsabilidad de velar 
por que la pérdida de autonomía en la que incurren cuando concluyen acuerdos 
comerciales “no reduzca de forma desproporcionada su capacidad para fijar y 
aplicar políticas de desarrollo nacionales”. Todo ello exige un “examen constante 
de la legislación y la política comerciales en la medida en que afecta al disfrute 
de los derechos humanos. Evaluar la repercusión potencial y real de la política 
y la legislación comerciales en el disfrute de los derechos humanos es tal vez 
el principal medio de evitar la aplicación de cualquier medida retroactiva que 
menoscabe el disfrute de los derechos humanos”5.

También acerca de esta cuestión, la Observación general N° 14 del Comité de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales sobre el derecho a la salud estipula 
que los Estados Partes deben velar por que en los acuerdos internacionales 
se preste la debida atención al derecho a la salud y adoptar medidas para 
cerciorarse de que esos instrumentos no afecten adversamente al derecho a la 
salud. Del mismo modo, los Estados Partes tienen la obligación de velar por que 
sus acciones en cuanto miembros de organizaciones internacionales tengan 
debidamente en cuenta el derecho a la salud (párr. 39).

2	 E/CN.4/Sub.2/2001/13.

3	 E/CN.4/2002/54.

4	 E/CN.4/Sub.2/2002/9.

5	 E/CN.4/Sub.2/2002/9, párrs. 7, 9 y 12.
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El CDH ha celebrado períodos extraordinarios de sesiones sobre la repercusión 
de la crisis alimentaria mundial (A/HRC/S-7/2) y de la crisis económica y 
financiera (A/HRC/S-10/1) en la realización universal y el disfrute efectivo de 
los derechos humanos. El Consejo pidió a los Estados que adoptaran todas las 
medidas necesarias encaminadas a velar por los derechos humanos, y subrayó 
que las crisis económicas y financieras “no disminuyen la responsabilidad de 
las autoridades nacionales y ni de la comunidad internacional” (A/HRC/2-10/1, 
párrafo 5).

Además, en junio de 2011, el CDH respaldó los “Principios Rectores sobre las 
Empresas y los Derechos Humanos”, que abordan la responsabilidad de las 
empresas con respecto a los derechos humanos.

En este contexto, la UIP se ha embarcado en un proceso destinado a acercar los 
parlamentos a instituciones como la Organización Mundial del Comercio (OMC).

En las conclusiones del período anual de sesiones 
de 2015 de la Conferencia Parlamentaria sobre la 
OMC, organizada conjuntamente por la UIP y el 
Parlamento Europeo, se declara que “los desafíos 
a los que se enfrenta la OMC indican la necesidad 
de que los parlamentarios se involucren de forma 
continuada en este órgano mundial de comercio 
de importancia crucial. Los parlamentarios no sólo 
ratifican los resultados de las negociaciones, sino 
que también son un punto crucial de contacto entre 
la OMC y las personas a las que sirve. Instamos 
a la OMC para que aproveche plenamente la 
Conferencia Parlamentaria sobre la OMC, velando 
por que los parlamentarios tengan acceso a toda 
la información que necesitan para desempeñar con 
eficacia su función de vigilancia y contribuyan de 
forma significativa a las políticas comerciales”.

Resolución adoptada por unanimidad por la 128a 
Asamblea de la UIP, Quito, 2013, sobre “Comercio justo 
y mecanismos innovadores de financiamiento para un 
desarrollo sostenible”, párr. 1.

¿Qué pueden hacer los parlamentarios?

Los parlamentos y los parlamentarios deben contribuir a la promoción y la 
protección de los derechos humanos en el plano internacional y conseguir que se 
oigan sus voces.

Para ello pueden hacer lo siguiente:
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55 establecer contactos con parlamentarios de otros países con el fin de 
a) intercambiar experiencias, información sobre casos exitosos y enseñanzas 
extraídas y b) debatir posibilidades de cooperación bilateral o multilateral, 
particularmente en relación con violaciones de los derechos humanos que exijan 
la cooperación transfronteriza (como la trata de personas, la migración o las 
cuestiones sanitarias);

55 velar por que el parlamento participe, por conducto de las comisiones 
competentes, en la labor del CDH o que al menos se le mantenga informado de 
las posiciones del Gobierno sobre las diversas cuestiones que se debaten en el 
Consejo. Si procede, los parlamentarios pueden plantear preguntas al Gobierno 
acerca de los motivos de sus posiciones;

55 asegurarse de que el parlamento sea informado de toda negociación en marcha 
sobre nuevos tratados de derechos humanos y de que tenga la oportunidad de 
contribuir a esas negociaciones;

55 velar por que el parlamento, por conducto de las comisiones competentes, 
señale las violaciones de los tratados de derechos humanos que se cometan en 
otros países y, cuando proceda, invite al Gobierno a presentar una denuncia entre 
Estados (véase el capítulo 5);

55 participar en misiones de observación en elecciones y otras misiones 
internacionales de derechos humanos;

55 cerciorarse de que el parlamento sea informado de toda negociación 
internacional cuyo resultado pueda influir negativamente en la capacidad del país 
para cumplir sus obligaciones de derechos humanos y, si procede, preguntar al 
Gobierno cómo se propone salvaguardar ese cumplimiento.

Lecturas complementarias

–	 Parliamentary Oversight of International Loan Agreements & Related Processes, Ginebra y Washington DC, UIP 
y Banco Mundial, 2013 (solo disponible en inglés y francés).

–	 Instrumentos de control parlamentario, Ginebra, UIP, 2008.




